
Fondos Documentales Históricos 
Durante el presente año (2014) y mes a mes aquí se publicará información sobre los fondos 
documentales históricos al servicio en la Sala de Investigadores del Archivo General de la 
Nación: ingresos documentales, fondos documentales recientemente organizados o 
descritos, actualización de instrumentos de descripción, bases de datos, reprografía, 
restauración y otros asuntos relacionados con el patrimonio documental público custodiado 
por nuestra entidad. 
 
En esta primera oportunidad presentamos el fondo Aguardientes de la Sección República 
(SR.06), que si bien es cierto contaba con un Catalogo elaborado en épocas del Archivo 
Nacional, recientemente se amplió su descripción conservando la organización dada a sus 
documentos a principios del siglo XX y las líneas generales de su anterior instrumento de 
consulta. De este fondo que consta de tres legajos (2.984 folios) y cuyas fechas extremas 
son 1813-1831, presentamos a continuación el texto de Alcance y Contenido 
 
Por tratarse de documentación relacionada con la renta de aguardientes, la mayoría fue dirigida o remitida, en 
su momento, al gobierno central, principalmente a la Secretaría de Hacienda, la Superintendencia General de 
Hacienda y, con no menos frecuencia, para que sus funcionarios asesoraran las providencias del Secretario o 
del Superintendente, al Tribunal Mayor de Cuentas. En la mayoría de los casos, los documentos fueron 
producidos en administraciones de aguardientes, juzgados municipales y juntas de hacienda, localizadas en 
los departamentos y provincias de Antioquia, Bolívar, Boyacá, Casanare, Cauca, Cundinamarca, Nariño, 
Magdalena y Santander. 

El Fondo contiene principalmente consultas, remates de estancos, informes y peticiones referidos al ramo de 
aguardientes. Lo que tienen en común todos los documentos, con independencia de su tipo, es la presencia 
permanente de una autoridad del gobierno nacional –generalmente la Secretaría de Hacienda– a la que 
funcionarios locales de cualquier jerarquía y jurisdicción consultan sobre lo que deben hacer y someten las 
decisiones tomadas sobre asuntos de la más variada gravedad: desde la instalación de un alambique (en la isla 
de Providencia) hasta la discusión sobre si los remates deben adelantarse por provincias o cantones. Todo 
asunto se remite a la autoridad nacional para su resolución o aprobación: aun en el caso de los expedientes de 
remates de aguardientes, en los que la ausencia de oficios remisorios no permite ver a funcionarios locales 
solicitando expresamente al gobierno central la aprobación del remate efectuado, es esa aprobación, de hecho, 
lo que se espera; esto se evidencia en los folios finales de los expedientes de remates, donde los funcionarios 
de la Superintendencia General de Hacienda y del Tribunal de Cuentas registran sus observaciones sobre la 
legalidad y conveniencia de toda diligencia de remate. 

Los remates de estancos de aguardientes son expedientes formados entre 1820-1821 y, luego, entre 1828-
1831, mediando entre estos dos periodos la libre destilación y el sistema de patentes. Durante el periodo 1820-
1821 los remates presentan una gran regularidad en sus tipos documentales de lo cual se puede inferir el 
siguiente procedimiento: una junta de hacienda provincial –siempre bajo órdenes del secretario de hacienda– 
ordena el remate del estanquillo de determinado pueblo o cantón; el juzgado municipal del pueblo pregona el 
estanco por treinta días durante los cuales recibe posturas y, una vez concluido el pregón, cita en fecha 
determinada a los interesados en la capital provincial y remite a ésta el expediente de pregones y posturas; 
llegado el día pactado se pregona por última vez el asiento y los interesados pujan hasta tener un rematador; 
finalmente, el expediente del remate se somete al examen de legalidad y conveniencia por la Superintendencia 
General de Hacienda y el Tribunal Mayor de Cuentas. 

El Fondo Aguardientes evidencia una firme subordinación del poder local al nacional que no sólo responde al 
propósito deliberado de construir la nación a través de la centralización administrativa y el fortalecimiento del 
Estado sino a las enormes exigencias económicas de la Independencia y al posterior proceso de consolidación 
estatal. En la afanosa búsqueda de recursos se restablecieron ramos como el del aguardiente, a pesar de ser 
una de las más odiadas instituciones fiscales del sistema colonial español. 

Durante los primeros años de la República no sólo se puede hablar de continuidades de lo colonial en cuanto a 
las formas de la fiscalidad, también en cuanto al sistema penal de la Colonia para combatir el fraude a la 



renta: durante los periodos de reestanco, los funcionarios y los asentistas lograron imponer la aplicación de las 
draconianas Instrucciones Españolas para perseguir el fraude. 

La extensión del fraude a la renta de aguardientes no se hace patente en este Fondo sólo a través de la 
referencia constante a la necesidad de normas más severas para perseguirlo: intendentes, administradores de 
rentas, rematadores y cosecheros envían al gobierno central planes para “arreglar la renta”, para hacerla más 
productiva. Algunos de ellos opinan –desde Antioquia, por ejemplo, entre 1828 y 1829– que fueron los 
periodos en que se decretó la libre destilación, los causantes del crecido fraude y de las dificultades en el 
arreglo de la renta, pues los pueblos se acostumbraron a construir alambiques y producir aguardientes sin 
restricción alguna, siendo tan difícil lograr la erradicación de dicho uso que, como se ha dicho, se intentó 
recurrir al sistema de penas españolas para conseguirlo. 

La retoma de los modelos administrativos y penales coloniales estaba en clara contradicción con el discurso 
emancipador de los independentistas. La Independencia de América, como todas las revoluciones modernas, 
vio cómo las exigencias de la realidad superaron sus promesas iniciales. 
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